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Sr. Amilivia González, Presidente 
 
Sr. Rey Martínez, Consejero 
Sr. Velasco Rodríguez, Consejero 
Sr. Nalda García, Consejero y 
Ponente 
 
Sra. García Fonseca, Secretaria 
 
 
 

La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 27 
de febrero de 2014, ha examinado 
el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. xxxx, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 30 de enero de 2014 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el procedimiento de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxx, debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la 
calzada. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha de 3 de febrero de 

2014, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 38/2014, iniciándose el cómputo del plazo 
para la emisión del dictamen. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Nalda García. 
 

Primero.- El 29 de julio de 2013 D. xxxx presenta una reclamación de 
responsabilidad patrimonial ante la Diputación Provincial de xxxx1, debido al 
fallecimiento de su esposa y de su hija en el accidente de circulación acaecido 
sobre las 4:30 horas del 11 de agosto de 2012, como consecuencia del mal 
estado de la carretera xx. 

 
Señala que cuando su esposa e hija y otras cuatro personas volvían de 

las fiestas patronales de xxxx2, con destino a xxxx3, sufrieron un terrible 
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accidente de circulación en el que perdieron la vida la totalidad de los 
ocupantes del vehículo. 

 
El vehículo que conducía su cónyuge (un Volkswagen Touran matrícula 

vvvv) “se salió de la calzada, colisionó contra la barrera de seguridad y cayó, 
volcando, a un canal de agua del Canal de Castilla, titularidad de la 
Confederación Hidrográfica del Duero -que, al tratarse de un bien de interés 
cultural, está protegido por Patrimonio Nacional-”. 

 
El reclamante manifiesta que ha percibido la cantidad de 176.146,16 

euros como indemnización por el referido siniestro (no indica su pagador): 
146.512,16 euros como consecuencia del fallecimiento de su hija y 30.000 
euros por el de su mujer (cantidad reducida “en atención a considerar a la 
misma responsable del accidente”). Considera que el accidente no fue 
responsabilidad de su esposa sino del mal estado de la calzada y de su 
deficiente señalización, por ello mantiene que “es acreedor de un mayor 
resarcimiento, que si bien es de muy difícil valoración, no se consigue con la 
aplicación de un baremo previsto para acontecimientos menos dramáticos.” 

 
Solicita una indemnización de 150.000 euros, de los que 100.000 

corresponderían a la pérdida de su cónyuge y 50.000 a la muerte de su hija. 
 
Acompaña a su reclamación copias de diversos recortes de prensa con 

noticias del accidente, de un informe pericial y de una revista de la Asociación 
de Fabricantes de Sistemas Metálicos de Protección Vial. 

 
Segundo.- Mediante escrito de 9 de agosto de 2013 se realiza al 

reclamante la comunicación de los extremos a los que refiere el artículo 42.4 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

 
Tercero.- El 17 de diciembre el Servicio de Vías y Obras e 

Infraestructuras de la Diputación informa:  
 

“El estado de conservación de la xx era y es bueno, en particular 
el firme que es de una mezcla bituminosa en caliente. Está en buen estado de 
conservación como así lo afirman en su informe técnico los instructores de la 
Guardia Civil de Tráfico. 
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»(…) La señalización vertical existente el 11 de agosto de 2012, 
en el sentido seguido por el vehículo accidentado, era la siguiente: 

 
» P.K. 8+412 y 8+428 un Panel direccional de 80x40 cm. en 

cada punto. 
 
»P.K. 8+495, señal circular 0=90 cm., R-301 (velocidad 

máxima 30 Km/h). 
 
»P.K. 8+528, señal cuadrada de 60 cm. de lado, R-6 

(prioridad respecto al sentido contrario). 
 
»P.K. 8+573, señal triangular de 90 cm. de lado, P-14b 

(curvas peligrosas hacia la izquierda). 
 
»P.K. 8+599, señal triangular de 90 cm. de lado, P-17 

(estrechamiento de calzada). 
 
»P.K. 8+619, Panel complementario genérico rectangular de 

170x95 cm., S-860 con la leyenda ‘precaución tramo muy peligroso’ y las 
señales (P-14b, P-17 y R-301 (30)). 

 
»P.K. 8+656, señal circular 0=90 cm., R-301 (velocidad 

máxima 50 Km/h). 
 
»La señalización vertical era adecuada y suficiente para advertir 

del peligro de la curva, en opinión de los técnicos de la Diputación Provincial de 
xxxx1. Así se consideró también por parte de la Guardia Civil de Tráfico en su 
atestado, y en los informes técnicos complementarios. 

 
»(…) Los elementos de contención de vehículos (barrera de 

seguridad) se disponen paralelos al eje de la carretera. Están diseñados para 
reorientar la trayectoria del vehículo en caso de salida de la vía, y sustituir las 
consecuencias del accidente que podría ocurrir sin su presencia por otras de 
menor consideración. Debido al trazado de la carretera y al camino de servicio 
del Canal de Castilla, la barrera de seguridad no se puede poner paralela el eje 
de la carretera. La barrera que se encontraba en el borde de la esclusa no está 
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diseñada para reorientar la trayectoria de un vehículo que impacta casi 
frontalmente”. 

 
 »(…) Para poder sujetar un vehículo que impacta frontalmente 

contra una barrera de seguridad y que no la sobrepase, la rigidez de esta 
debería ser tan grande (por ejemplo: muro de hormigón) que el impacto de un 
vehículo contra el elemento tan rígido causaría graves daños al vehículo y a los 
ocupantes. 

 
 »(…) El trazado en planta en este tramo de carretera es una curva 

de 90º que se recorre correctamente a 30 km/h. El trazado en alzado es 
prácticamente horizontal. 

 
 »(…) El punto del siniestro no se considera un “punto negro”, ni el 

tramo asociado un Tramo de Concentración de Accidentes (TCA). En los últimos 
cinco años no se han producido accidentes con víctimas”. 

 
Cuarto.- Consta en el expediente copia del informe-atestado de la 

Guardia Civil de Tráfico de xxxx1, incorporado a las Diligencias Previas 723/12 
seguidas en el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 1 de Carrión de 
los Condes como consecuencia del referido accidente de circulación.  

 
Igualmente figura el Auto de 29 de octubre de 2012 del referido Juzgado 

que declara extinguida la acción penal por muerte del conductor del vehículo. 
 
Quinto.- Concedido trámite de audiencia a los interesados, el 3 de 

enero de 2014 la aseguradora de la Administración presenta un escrito en el 
que indica que no está justificada la indemnización que se solicita. 

 
El 7 de enero el reclamante presenta un escrito en el que reitera su 

pretensión.  
 
Sexto.- El 22 de enero de 2014 se formula propuesta de resolución 

desestimatoria de la reclamación. 
 

 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero 2.d) del Acuerdo de 31 de 
mayo de 2012, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición y 
competencias de las Secciones. 
 

2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La competencia 
para resolver la presente reclamación corresponde al Presidente de la 
Diputación Provincial, de acuerdo con lo establecido en el artículo 34.1.o) de la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, en 
relación con el artículo 142.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.  

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre. El auto 
que finaliza las Diligencias Previas y declara extinguida la acción penal es de 29 
de octubre de 2012 y el recurso se presentó el 29 de julio de 2013. 

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse efectuada a los 

artículos 139 y siguientes de la citada Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la 
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que además se remite, de forma genérica, el artículo 54 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 
Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: 

 
 a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
 b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
ley. 

 
 c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 

decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
 d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
 e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
 f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 
No obstante lo anterior, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de 

la responsabilidad patrimonial, al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquél que pueda producirse. El Tribunal 
Supremo ha declarado, en su Sentencia de 5 de junio de 1998, que “la 
prestación por la Administración de un determinado servicio público y la 
titularidad por parte de aquélla de la infraestructura material para su prestación 
no implica que el vigente sistema de responsabilidad patrimonial objetiva de las 
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Administraciones Públicas convierta a éstas en aseguradoras universales de 
todos los riesgos con el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o 
dañosa para los administrados que pueda producirse con independencia del 
actuar administrativo, porque de lo contrario, como pretende el recurrente, se 
transformaría aquél en un sistema providencialista no contemplado en nuestro 
ordenamiento jurídico”. Criterio que ha sido recogido en otros fallos (a.e. 
sentencias de 13 de septiembre de 2002, 30 de septiembre y 14 de octubre de 
2003, o 17 de abril de 2007). 

 
También ha declarado el Tribunal Supremo, de forma reiterada, que no 

es acorde con el referido sistema de responsabilidad patrimonial objetiva su 
generalización más allá del principio de causalidad, de manera que, para que 
exista aquélla, es imprescindible la existencia de nexo causal entre la actuación 
de la Administración y el resultado lesivo o dañoso producido. En este sentido, 
la Sentencia de 13 de noviembre de 1997 ya señaló que “aun cuando la 
responsabilidad de la Administración ha sido calificada por la jurisprudencia de 
esta Sala como un supuesto de responsabilidad objetiva, no lo es menos que 
ello no convierte a la Administración en un responsable de todos los resultados 
lesivos que puedan producirse por el simple uso de instalaciones públicas, sino 
que, como antes señalamos, es necesario que esos daños sean consecuencia 
directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla”. 

 
Ha de tenerse en cuenta asimismo la jurisprudencia según la cual “la 

imprescindible relación de causalidad entre la actuación de la Administración y 
el resultado dañoso producido puede aparecer bajo formas mediatas, indirectas 
y concurrentes, aunque admitiendo la posibilidad de una moderación de la 
responsabilidad en el caso de que intervengan otras causas, la cual debe 
tenerse en cuenta en el momento de fijarse la indemnización. El hecho de la 
intervención de un tercero o una concurrencia de concausas imputables, unas a 
la Administración y otras a personas ajenas, e incluso al propio perjudicado, 
imponen criterios de compensación o de atemperar la indemnización a las 
características o circunstancias concretas del caso examinado”. E igualmente la 
que sostiene “la exoneración de responsabilidad para la Administración, a pesar 
del carácter objetivo de la misma, cuando es la conducta del propio perjudicado 
o la de un tercero la única determinante del daño producido aunque hubiese 
sido incorrecto el funcionamiento del servicio público”. 
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Por lo tanto, la responsabilidad de la Administración procederá en 
aquellos casos en que los daños sean consecuencia del funcionamiento de los 
servicios públicos, sin que baste a estos efectos que los daños aparezcan con 
motivo u ocasión de la prestación de dichos servicios públicos. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, este Consejo Consultivo comparte el 

criterio recogido en la propuesta de resolución y considera que no existe 
responsabilidad de la Administración. 

 
La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 

vista de los datos resultantes del expediente, la actuación de la conductora del 
vehículo accidentado se adecuó a las normas que regulan la utilización de los 
vehículos a motor en las vías públicas; y si la Administración, por su parte, 
cumplió con las normas que, en relación con la conservación y señalización de 
la vía, le resultan exigibles, de forma que el nexo causal se produjera, directa e 
inmediatamente, entre el funcionamiento del servicio y los daños producidos. 

 
Como ha señalado reiteradamente el Consejo de Estado (Dictamen 

3225/2002, de 9 de enero de 2003, entre otros), “la Administración tiene el 
deber de mantener las carreteras abiertas a la circulación pública en 
condiciones tales que la seguridad de quienes las utilicen quede normalmente 
garantizada. Este deber de la Administración establece el nexo causal entre la 
actuación u omisión administrativa y las consecuencias dañosas de los eventos 
puramente fortuitos que signifique quiebra de tales condiciones mínimas de 
seguridad que aquélla está obligada a garantizar”. 

 
La Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, 

texto articulado aprobado por el Real Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de 
marzo, impone en su artículo 57.1, al titular de la vía, la responsabilidad del 
mantenimiento de la misma en las mejores condiciones posibles de seguridad 
para la circulación y de la instalación y conservación en ella de las adecuadas 
señales y marcas viales. La expresión “mejores condiciones posibles de 
seguridad para la circulación” constituye un concepto jurídico indeterminado, 
cuyo contenido habrá que integrar teniendo en cuenta las circunstancias del 
caso concreto; y el término “posibles” conduce necesariamente a la fijación de 
los niveles exigibles de eficiencia, para la disminución de riesgos, en la gestión 
del servicio público de carreteras: La fijación de ese “estándar” está en función 
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del desarrollo de la Administración Pública y de la sociedad donde se centra su 
actividad al servicio objetivo de los intereses generales. 
 

Asimismo la citada Ley sobre Tráfico, derivada del aludido Real Decreto 
Legislativo 339/1990 y del Reglamento General de Circulación (aprobado por el 
Real Decreto 1428/2003, de 21 de noviembre), impone a los conductores de 
vehículos –usuarios del servicio público - unos deberes, tales como conducir con 
la diligencia y precaución necesaria para evitar todo daño propio y ajeno 
(artículo 9.2 de la Ley); estar en todo momento en condiciones de controlar los 
vehículos (artículo 11.1), respetar los límites de velocidad establecidos y tener 
en cuenta, además, las características y el estado de la vía, las condiciones 
meteorológicas, ambientales y de circulación y, en general, cuantas 
circunstancias concurran en cada momento, a fin de adecuar la velocidad del 
vehículo a las mismas (artículo 19.1). 
 

El Tribunal Supremo, en Sentencia de 21 de abril de 1998, afirma que 
para que exista responsabilidad en estos casos basta con la existencia de 
factores sin cuya concurrencia no se hubiera producido el resultado, “no siendo 
admisibles, en consecuencia, restricciones derivadas de otras perspectivas 
tendentes a asociar el nexo de causalidad con el factor eficiente, 
preponderante, socialmente adecuado o exclusivo para producir el resultado 
dañoso, puesto que válidas como son en otros terrenos irían en éste en contra 
del carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial de las administraciones 
públicas (Sentencias de 5 de junio y 16 de diciembre de 1997). La 
consideración de hechos que puedan determinar la ruptura del nexo de 
causalidad, a su vez, debe reservarse para aquellos que comportan fuerza 
mayor, única circunstancia admitida por la Ley con efecto excluyente, a los 
cuales importa añadir el comportamiento de la víctima en la producción o el 
padecimiento del daño, o la gravísima negligencia de ésta, siempre que estas 
circunstancias hayan sido determinantes de la existencia de la lesión y de la 
consiguiente obligación de soportarla en todo o en parte (Sentencias de 27 de 
abril de 1996 y 7 de octubre de 1997)”. 

 
6ª.- Es a la parte recurrente a la que le incumbe la carga de la prueba 

sobre los extremos de hecho que integran el fundamento de la responsabilidad 
patrimonial que reclama frente a la Diputación, de acuerdo con los viejos 
aforismos necessitas probandi incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit 
actori y con el artículo 217 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.  
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En el caso examinado, vistas las circunstancias fácticas y los presupuestos 
normativos desarrollados en los anteriores fundamentos de derecho, este 
Consejo Consultivo considera que no se ha acreditado un funcionamiento 
anormal del servicio público de mantenimiento de las carreteras competencia 
de la Diputación. Y ello porque, al margen de que la efectividad de las marcas 
viales horizontales y de que la “retroreflectancia” de las señales existentes 
pudiera ser limitada por su antigüedad y la oscuridad de la noche, la vía no era 
objetivamente peligrosa si se circula con una mínima diligencia.  

 
El atestado de la Guardia Civil de Tráfico responsabiliza del accidente a la 

conductora del vehículo -que circulaba a una velocidad inadecuada, sin 
descartar también la existencia de una distracción- y no recoge que el estado 
de la carretera influyera en el siniestro o que su conservación o señalización 
fuera defectuosa. El vehículo trazó la curva con una trayectoria muy alejada de 
la correcta en una zona con velocidad limitada a 30 kilómetros por hora, por lo 
que, aunque se mantenga que la velocidad a la que se circulaba era de 45 
kilómetros por hora (según el reclamante), 50 kilómetros por hora (según el 
estudio realizado por Volkswagen de la centralita del monovolumen 
accidentado), o 70 kilómetros por hora según se indica en el atestado (realizada 
inspección ocular, la fuerza instructora constató que el vehículo accidentado 
tenía una marcha engranada: la 5ª velocidad), la conducción no fue la 
adecuada. 

 
Puede concluirse, por tanto, que la antigüedad de la señalización y la 

discutida colocación de los elementos de seguridad pasiva de la carretera no 
pueden generar automáticamente la correlativa responsabilidad de la Dipu-
tación Provincial. El exceso de velocidad del vehículo y la trazada errónea de la 
curva, determinan la ruptura del nexo causal entre la actuación de la Admi-
nistración -responsable del estado de conservación de la vía- y el resultado 
producido. 

 
La realización con posterioridad al accidente de mejoras en la carretera 

no es necesariamente un dato revelador, como pretende el reclamante, de que 
su estado anterior fuera peligroso. Los técnicos de la Administración indican 
que son mejoras realizadas, “aun no siendo obligadas por normativa, porque se 
consideraron beneficiosas para la seguridad vial” y mantienen que “el punto del 
siniestro no se consideraba un Punto Negro, ni el tramo estaba asociado a un 
Tramo de Concentración de Accidentes (TCA)” porque en los cinco años 
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anteriores a la fecha del siniestro no se han producido en el lugar accidentes 
con víctimas. 

 
En virtud de lo expuesto, la reclamación debe desestimarse.  

 
III 

CONCLUSIONES 
 

En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 

 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxx, debido a los daños sufridos en un accidente por el mal 
estado de la calzada. 

 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 
 
 


